
Registro digital: 2023942 
Instancia: Pleno 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: P./J. 6/2021 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN (FIREL). LA EVIDENCIA 
CRIPTOGRÁFICA PLASMADA EN LAS RESOLUCIONES AGREGADAS EN LOS EXPEDIENTES FÍSICOS, 
VALIDA EL USO DE AQUÉLLA POR LOS SERVIDORES PÚBLICOS DE LOS ÓRGANOS DE DICHO PODER 
ÚNICAMENTE EN EL DOCUMENTO EN QUE SE GENERÓ PARA UN EXPEDIENTE DETERMINADO. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes arribaron a criterios discrepantes en cuanto a si es posible agregar en el 
expediente físico la impresión de la evidencia criptográfica de una firma electrónica, para validar su uso y en sustitución de la firma autógrafa. 
Criterio jurídico: Para efectos de la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL) cada documento que firma 
electrónicamente un servidor público de los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, debe generar una representación 
gráfica independiente –evidencia criptográfica– que no puede ser utilizada para validar otro documento y, por ende, tampoco su reproducción 
puede ser considerada como una actuación diversa.  
Justificación: Tomando en cuenta que la firma electrónica hace las veces de la firma autógrafa, un servidor público puede sustituirla dentro de 
las actuaciones y resoluciones judiciales que emita. Para tal efecto, conforme a los lineamientos que establecen los Acuerdos Generales 
Conjuntos Números 1/2013 y 1/2015, su uso exige generar una evidencia criptográfica que muestre el nombre del titular de la firma 
electrónica, si el certificado es reconocido por la Unidad del Poder Judicial de la Federación para el Control de Certificación de Firmas y si se 
encuentra vigente, el cual debe ser incorporado al expediente físico junto con el documento electrónico como evidencia de que sí fue firmado 
por el servidor público respectivo. Por lo tanto, la impresión de la representación gráfica de la evidencia criptográfica, al ser un signo que 
valida el uso de la firma electrónica en una resolución agregada a un expediente, tiene el alcance para generar en el expediente físico los 
mismos efectos que la firma autógrafa. De ahí que los Jueces y Magistrados del Poder Judicial de la Federación, así como los servidores 
públicos judiciales competentes, deben incorporar la evidencia criptográfica de su firma electrónica en los proveídos y en las diversas 
actuaciones que generen con ésta y que se agreguen en el expediente respectivo de su conocimiento en que se hubiera generado, a fin de 
sustituir la firma autógrafa; sin embargo, fuera del expediente al que se agregó la versión física de la resolución o actuación que se generó 
con la firma electrónica, la representación gráfica sólo tendrá el alcance de una copia simple, pues se genera en función de cada acto jurídico 
concreto. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 29/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, 
con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, el 
Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en Mérida, Yucatán, en apoyo del Décimo 
Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, el Tercer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo del Primer 
Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, y el Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con residencia en 
Acapulco, Guerrero, en apoyo del Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 1 de julio de 2021. Unanimidad de 
once votos de las Ministras y los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, 
José Fernando Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al 
resolver el amparo en revisión 282/2017 (cuaderno auxiliar 694/2017), el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en Mérida, Yucatán, al resolver el amparo en revisión 276/2017 (cuaderno auxiliar 
1004/2017), el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, 
Veracruz, al resolver el amparo en revisión 138/2017 (cuaderno auxiliar 1032/2017), y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo en revisión 
334/2017 (cuaderno auxiliar 1092/2017). 
 
Nota: Los Acuerdos Generales Conjuntos Números 1/2013, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación y del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la 
Federación (FIREL) y al expediente electrónico y 1/2015, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura 
Federal, que regula los servicios tecnológicos relativos a la tramitación electrónica del juicio de amparo, las comunicaciones oficiales y los 
procesos de oralidad penal en los Centros de Justicia Penal Federal citados, aparecen publicados en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 2, julio de 2013, página 1667 y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 25, Tomo II, diciembre de 2015, página 1393, con números de registro digital: 2361 y 2794, respectivamente. 
 
El Tribunal Pleno, el dieciséis de noviembre en curso, aprobó, con el número 6/2021 (11a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de 
México, a dieciséis de noviembre de dos mil veintiuno.  
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo 
General Plenario 1/2021. 
 
 
 



Registro digital: 2023944 
Instancia: Pleno 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: P./J. 7/2021 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN (FIREL). TODO 
DOCUMENTO ELECTRÓNICO QUE SE FIRME A TRAVÉS DE ELLA, DEBE GENERAR UNA 
REPRESENTACIÓN GRÁFICA PROPIA, A FIN DE VINCULAR SU AUTORÍA Y PRODUCIR EFECTOS 
JURÍDICOS. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al resolver recursos de revisión en amparo indirecto 
discreparon en cuanto a si la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL) sustituye o no a la 
autógrafa; asimismo, al resolverse la contradicción de tesis, se advirtió que en una de las sentencias materia de los recursos 
de revisión que dieron lugar a los criterios discrepantes, se reprodujo la representación gráfica de una firma electrónica 
generada en un cuaderno varios. 
Criterio jurídico: A pesar de que el uso de la firma electrónica como sustituto de la firma autógrafa es válido, resulta necesario 
que su representación gráfica se genere en cada documento electrónico que se incorpore, a fin de vincular su autoría y que 
pueda generar efectos jurídicos. De manera que dicha constancia no podrá ser utilizada para validar más de un documento, 
ni ese documento puede ser utilizado como una nueva actuación, pues de llegar a reproducirse, no crearía un acto diferente, 
sino un duplicado del original. 
Justificación: Cada documento que se firme electrónicamente debe generar una representación gráfica independiente y no 
puede ser utilizada para validar otro documento, ni tampoco su reproducción puede ser considerada como una actuación 
distinta, pues implicaría darle un alcance a la voluntad del autor más allá de éste, dada su función identificadora. Para 
ejemplificar lo anterior, basta comparar con algún documento en donde obre una firma autógrafa, pues su validez se genera 
con el signo de su autor, de manera que si se quiere reproducir su contenido para generar otro documento, es necesario 
plasmar nuevamente la voluntad a través de la firma. Por el contrario, de llegar a reproducirse, no sería un acto diferente, 
sino un duplicado del original. En estos casos, ante la falta de la evidencia criptográfica del documento electrónico en el acto 
jurídico específico, una sentencia, por haberse utilizado la representación gráfica cuyo origen se encuentra en otra actuación, 
se genera su invalidez al no cumplir el requisito formal a que hacen referencia los artículos 61 y 219 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria de la Ley de Amparo. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 29/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con 
residencia en Mérida, Yucatán, en apoyo del Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, en 
apoyo del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del 
Segundo Circuito, y el Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con residencia en Acapulco, 
Guerrero, en apoyo del Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 1 de julio de 2021. 
Unanimidad de once votos de las Ministras y los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, José Fernando Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en 
Xalapa, Veracruz, al resolver el amparo en revisión 282/2017 (cuaderno auxiliar 694/2017), el sustentado por el Segundo 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en Mérida, Yucatán, al resolver el 
amparo en revisión 276/2017 (cuaderno auxiliar 1004/2017), el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el amparo en revisión 138/2017 
(cuaderno auxiliar 1032/2017), y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo en revisión 334/2017 (cuaderno 
auxiliar 1092/2017). 
 
El Tribunal Pleno, el dieciséis de noviembre en curso, aprobó, con el número 7/2021 (11a.), la tesis jurisprudencial que 
antecede. Ciudad de México, a dieciséis de noviembre de dos mil veintiuno.  
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre de 2021, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 



Registro digital: 2023960 
Instancia: Pleno 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: P./J. 9/2021 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
SENTENCIA DICTADA EN UN CUADERNO VARIOS. NO PUEDE SER UTILIZADA PARA RESOLVER 
DIVERSOS JUICIOS DE AMPARO, AUN CUANDO PUDIERAN COINCIDIR SOBRE UNA MISMA TEMÁTICA. 
Hechos: Las sentencias sujetas a revisión que dieron origen a la contradicción de tesis, reprodujeron el 
contenido de un documento firmado en un cuaderno varios por el Juez de Distrito y por el secretario. 
Criterio jurídico: No es válido utilizar una sentencia emitida en un cuaderno varios para resolver diversos juicios 
de amparo, aun cuando pudieran coincidir en su temática. 
Justificación: El documento, replicado en dichos asuntos, no identifica a la parte quejosa, ni fija clara y 
precisamente los actos reclamados, asimismo considera como responsables a autoridades que no lo son y no 
hace un análisis sistemático de todos los conceptos de violación. Por ello, aun cuando se pretendió utilizar como 
sentencia para resolver temáticas similares, se trata de un mismo documento electrónico generado dentro de un 
expediente distinto a los juicios de amparo que dieron origen a la contradicción, reproducido en cada uno de 
ellos, con la misma evidencia criptográfica. Por lo anterior, no puede considerarse como una sentencia, al no 
reflejar la decisión del juzgador en cada asunto, pues además de no cumplir con los requisitos de los artículos 73 
y 74 de la Ley de Amparo, dada la integración que tiene la sentencia de amparo con respecto a la audiencia 
constitucional, no es posible que se utilice una para integrar varios juicios de amparo formalmente desvinculados, 
como sucedió en la especie; más aún cuando se emitió en un expediente ajeno. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 29/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del Décimo Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Octava Región, con residencia en Mérida, Yucatán, en apoyo del Décimo Sexto Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Quinto Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia 
en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, y el Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con residencia en Acapulco, Guerrero, en apoyo 
del Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 1 de julio de 2021. Unanimidad de 
once votos de las Ministras y los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Yasmín Esquivel Mossa, José Fernando Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán 
y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con 
residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el amparo en revisión 282/2017 (cuaderno auxiliar 694/2017), el 
sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con 
residencia en Mérida, Yucatán, al resolver el amparo en revisión 276/2017 (cuaderno auxiliar 1004/2017), el 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia 
en Xalapa, Veracruz, al resolver el amparo en revisión 138/2017 (cuaderno auxiliar 1032/2017), y el diverso 
sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia 
en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo en revisión 334/2017 (cuaderno auxiliar 1092/2017). 
 
El Tribunal Pleno, el dieciséis de noviembre en curso, aprobó, con el número 9/2021 (11a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a dieciséis de noviembre de dos mil veintiuno.  
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre de 2021, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 



Registro digital: 2023961 
Instancia: Pleno 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: P./J. 8/2021 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
SENTENCIA GENÉRICA. NO ES VÁLIDA PARA RESOLVER DISTINTOS JUICIOS DE AMPARO 
DESVINCULADOS ENTRE SÍ, AUNQUE LA TEMÁTICA PUEDA SER SIMILAR. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron diversos recursos de revisión en los cuales el Juez 
de Distrito, para resolver juicios de amparo con temática similar, utilizó una sentencia genérica. 
Criterio jurídico: No es válido emitir una sentencia genérica para resolver distintos juicios de amparo desvinculados entre sí, 
aunque la temática pueda ser similar. 
Justificación: El dictado de una sentencia constituye la decisión del juzgador con la que se resuelve un determinado 
procedimiento bajo su jurisdicción; por otra parte, el documento "sentencia" es la representación de la solución, el cual debe 
ser acorde al acto jurídico. Luego, el juzgador de amparo, de no advertir alguna cuestión de improcedencia, tiene la 
obligación de emitir una sentencia en cada uno de los asuntos que estén bajo su jurisdicción y plasmarlo a través de un 
documento en donde se ocupe, conforme a los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo, de los individuos particulares o de las 
personas morales, privadas u oficiales que solicitaron el amparo, así como de fijar clara y precisamente el acto reclamado, 
analizar sistemáticamente todos los conceptos de violación, valorar las pruebas admitidas y desahogadas en el juicio, emitir 
las consideraciones y citar los fundamentos legales en que se apoye la decisión, así como los efectos o medidas en que se 
traduzca una eventual concesión del amparo, además de los puntos resolutivos; por ello, tratándose del juicio de amparo, no 
es posible resolver varios de éstos mediante una sola resolución genérica. La única manera que prevé la Ley de Amparo para 
ello, es a través de la acumulación, la cual tiene una tramitación especial y previa; en los demás casos, la resolución en los 
juicios de amparo debe ser independiente e individualizada. De esta forma, el documento que contenga la decisión en cada 
asunto debe representar el acto jurídico en concreto, a fin de que se plasme la manifestación de voluntad del juzgador para 
solucionarlo; lo que implica que cada sentencia, de conformidad con los requerimientos que establece la propia Ley de 
Amparo, debe ser acorde con la demanda, ocupándose de los quejosos, actos reclamados, autoridades responsables y 
conceptos de violación, pues constituyen un mismo acto jurídico con respecto a su audiencia constitucional y esto impide 
utilizarla en varios juicios constitucionales. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 29/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con 
residencia en Mérida, Yucatán, en apoyo del Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, en 
apoyo del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del 
Segundo Circuito, y el Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con residencia en Acapulco, 
Guerrero, en apoyo del Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 1 de julio de 2021. 
Unanimidad de once votos de las Ministras y los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, José Fernando Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en 
Xalapa, Veracruz, al resolver el amparo en revisión 282/2017 (cuaderno auxiliar 694/2017), el sustentado por el Segundo 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en Mérida, Yucatán, al resolver el 
amparo en revisión 276/2017 (cuaderno auxiliar 1004/2017), el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el amparo en revisión 138/2017 
(cuaderno auxiliar 1032/2017), y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo en revisión 334/2017 (cuaderno 
auxiliar 1092/2017). 
 
El Tribunal Pleno, el dieciséis de noviembre en curso, aprobó, con el número 8/2021 (11a.), la tesis jurisprudencial que 
antecede. Ciudad de México, a dieciséis de noviembre de dos mil veintiuno. 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre de 2021, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 



Registro digital: 2023939 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: VI.1o.A.4 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
EDUCACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA. LOS PRECEPTOS DE LA LEY RELATIVA NO INTEGRAN UN 
SISTEMA NORMATIVO DE CARÁCTER COMPLEJO, POR LO QUE PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
AMPARO EN SU CONTRA DEBE ATENDERSE A LA NATURALEZA AUTOAPLICATIVA O 
HETEROAPLICATIVA DE LAS NORMAS EN FORMA INDIVIDUAL. 
Hechos: La quejosa promovió juicio de amparo indirecto, en el que reclamó diversos artículos de la Ley de 
Educación del Estado de Puebla como autoaplicativos. La Juez de Distrito sobreseyó en el juicio, al estimar que 
se está en presencia de un sistema normativo de carácter complejo, por lo que basta que una de las normas sea 
autoaplicativa para que puedan impugnarse todas las reclamadas desde su entrada en vigor como parte de un 
sistema de esas características y, por ende, que es jurídicamente inviable analizar cada precepto reclamado para 
determinar su naturaleza y determinar, en consecuencia, la procedencia del juicio constitucional respecto de 
cada una de ellas.  
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que los preceptos de la Ley de Educación del 
Estado de Puebla no conforman un sistema normativo de carácter complejo, pues si bien dicho ordenamiento 
está integrado por normas que pueden ser consideradas autoaplicativas y otras heteroaplicativas, esto no implica 
que resulte difícil establecer si el articulado es de aplicación condicionada o incondicionada, de modo que sea 
imprescindible acudir al núcleo esencial de la estructura, por lo que para la procedencia del juicio de amparo en 
su contra, debe atenderse a la naturaleza de aquéllas en forma individual. 
Justificación: Lo anterior, porque la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que se está ante un 
sistema normativo complejo cuando en él se incluye un entramado de obligaciones para sus distintos 
destinatarios, algunas de las cuales se actualizan desde la entrada en vigor de la ley, mientras que otras están 
sujetas a que se surta el supuesto normativo concreto, es decir, se está frente a un sistema de carácter complejo 
cuando es difícil establecer si el articulado que lo integra es de aplicación condicionada o incondicionada, por lo 
que en ese supuesto debe atenderse al núcleo esencial de la estructura. Si éste radica en una vinculación de los 
particulares al acatamiento del nuevo sistema sin mediar condición alguna, debe considerarse que todo el 
esquema es de carácter autoaplicativo, siendo innecesario que el particular se sitúe dentro de cada una de las 
hipótesis de dicho sistema desde su entrada en vigor. Empero, en el caso de la Ley de Educación del Estado de 
Puebla, si bien es cierto que está integrada por normas tanto autoaplicativas como heteroaplicativas, también lo 
es que no se actualiza el requisito de que resulte difícil establecer si el articulado es de aplicación condicionada o 
incondicionada, de modo que sea imprescindible acudir al núcleo esencial de la estructura. Lo contrario 
implicaría que bastase el hecho de que dentro de un ordenamiento existan normas de ambas naturalezas 
(autoaplicativa y heteroaplicativa) para que deba ser considerado un sistema normativo de carácter complejo, lo 
que conllevaría que fuese suficiente con que una de las normas sea de aplicación incondicionada para que toda 
la ley pueda impugnarse desde su entrada en vigor. Sin embargo, en el caso de la ley citada, el análisis de cada 
norma sí permite establecer si son o no de aplicación incondicionada, por lo que no se está en presencia de un 
sistema normativo complejo.  
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 59/2021. 7 de octubre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Cárdenas 
Ramírez. Secretario: Salvador Alejandro Lobato Rodríguez. 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



Registro digital: 2023964 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: I.9o.P.23 P (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
SUSPENSIÓN DE OFICIO Y DE PLANO EN EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CONCEDERLA, POR 
EXCEPCIÓN, CONTRA ACTOS QUE PODRÍAN CONSTITUIR UN SUFRIMIENTO FÍSICO O PSICOLÓGICO 
PARA EL QUEJOSO (PRIVADO DE LA LIBERTAD EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN) QUE AFECTAN SU 
DIGNIDAD, AL UBICARSE EN LAS HIPÓTESIS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 15 DE LA LEY DE AMPARO. 
 
Hechos: El quejoso solicitó la suspensión de oficio y de plano en el juicio de amparo indirecto contra actos de 
discriminación y extorsión cometidos en su perjuicio, atribuidos a autoridades administrativas y judiciales y a 
custodios del centro penitenciario en que se encuentra interno, respectivamente; sin embargo, el Juez de Distrito 
negó la medida, al considerar que dichos actos no se encuentran dentro de los supuestos establecidos en los 
artículos 22 de la Constitución General y 15 de la Ley de Amparo; inconforme con dicha resolución interpuso 
recurso de queja. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que los actos consistentes en discriminación y 
extorsión, que dice sufrir el quejoso (privado de la libertad en un centro de reclusión), podrían constituir un 
sufrimiento físico o psicológico que afectan su dignidad, máxime que éste también señaló actos de tortura 
psicofísica y emocional, así como dolor y angustia física, por lo que se ubican en las hipótesis previstas en el 
artículo 15 de la Ley de Amparo y, por tanto, por excepción, procede conceder la suspensión de oficio y de plano. 
 
Justificación: Lo anterior, en atención a las tesis aisladas 1a. CCV/2014 (10a.) y 1a. CCVI/2014 (10a.), de la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de títulos y subtítulos: "TORTURA. CONSTITUYE 
UNA CATEGORÍA ESPECIAL Y DE MAYOR GRAVEDAD QUE IMPONE LA OBLIGACIÓN DE UN ESCRUTINIO 
ESTRICTO BAJO LOS ESTÁNDARES NACIONALES E INTERNACIONALES." y "TORTURA. SU SENTIDO Y 
ALCANCE COMO PROHIBICIÓN CONSTITUYE UN DERECHO ABSOLUTO, MIENTRAS QUE SUS 
CONSECUENCIAS Y EFECTOS SE PRODUCEN TANTO EN SU IMPACTO DE VIOLACIÓN DE DERECHOS 
HUMANOS COMO DE DELITO.", respectivamente, y a la definición de tortura prevista en la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, ya que los actos reclamados se ubican en las hipótesis 
previstas en el artículo 15 de la Ley de Amparo, al tratarse de actos que podrían constituir un sufrimiento físico o 
psicológico que afectan la dignidad de la persona. Aunado a que, por sí solos, los actos de tortura psicofísica y 
emocional, entre los que podría encuadrar la discriminación y la extorsión, son actos respecto de los cuales el 
precepto mencionado contempla la procedencia de la suspensión de oficio y de plano conforme al artículo 126 
de la Ley de Amparo. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 168/2021. 7 de octubre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Emma Meza Fonseca. Secretaria: María 
del Carmen Campos Bedolla. 
 
Nota: Las tesis aisladas 1a. CCV/2014 (10a.) y 1a. CCVI/2014 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de mayo de 2014 a las 10:06 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 6, Tomo I, mayo de 2014, páginas 561 y 562, con 
números de registro digital: 2006482 y 2006484, respectivamente. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



Registro digital: 2023965 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: I.4o.A.3 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA 
CONTRA LOS ARTÍCULOS 4.1.5., 4.5.3.4.1., 7.1.3. Y 7.1.4. DE LA MODIFICACIÓN DE LA NORMA OFICIAL 
MEXICANA NOM-051-SCFI/SSA1-2010, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN DE 27 DE 
MARZO DE 2020, QUE REGULAN EL ETIQUETADO O SELLOS DE ADVERTENCIA Y LEYENDAS 
PRECAUTORIAS FRONTALES PARA ALIMENTOS Y BEBIDAS NO ALCOHÓLICAS PREENVASADOS, PUES 
SE CAUSARÍA PERJUICIO AL INTERÉS SOCIAL Y SE CONTRAVENDRÍAN DISPOSICIONES DE ORDEN 
PÚBLICO. 
 
Hechos: Las quejosas promovieron juicio de amparo indirecto contra la modificación de la Norma Oficial 
Mexicana NOM-051-SCFI/SSA1-2010, publicada en el Diario Oficial de la Federación de 27 de marzo de 2020 y 
solicitaron la suspensión definitiva para el efecto de que no les sean aplicadas a las bebidas edulcorantes de 
cola que producen y expenden al público, las siguientes disposiciones: i) etiquetado frontal de advertencia 
–artículo 4.5.3.4.1.–; ii) etiquetado frontal de advertencia respecto a la leyenda "contiene cafeína evitar en niños" 
–artículo 7.1.4.–; iii) etiquetado frontal de advertencia en relación con la leyenda "contiene edulcorantes, no 
recomendable en niños" –artículo 7.1.3.–; y, iv) restricción a los derechos de propiedad intelectual de personajes 
infantiles, animaciones, dibujos animados, celebridades, deportistas o mascotas y elementos interactivos 
–artículo 4.1.5.–. El Juez de Distrito les negó la medida cautelar, por lo que interpusieron recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que es improcedente conceder la suspensión 
definitiva contra los preceptos 4.1.5., 4.5.3.4.1., 7.1.3. y 7.1.4. de la modificación a la norma oficial mexicana 
citada, que regulan el etiquetado o sellos de advertencia y leyendas precautorias frontales para alimentos y 
bebidas no alcohólicas preenvasados, porque se causaría perjuicio al interés social y se contravendrían 
disposiciones de orden público. 
 
Justificación: Lo anterior es así, porque el Estado tiene la obligación de difundir la información que pueda generar 
un riesgo a la sociedad, la cual responde a la necesaria existencia de un interés público que justifique publicar de 
oficio cierta información relacionada con asuntos de relevancia, que pueda trascender a la vida y a la salud de 
las personas. Ahora bien, acorde con los criterios emitidos por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, el derecho a la alimentación comprende la disponibilidad de alimentos y su accesibilidad, con la 
consecuente conveniencia o necesidad informativa para las personas de que aquéllos contengan los nutrimentos 
adecuados para su correcto desarrollo físico y mental; asimismo, el Estado se encuentra obligado a asegurar a 
las personas, al menos, un nivel esencial del derecho a la salud y lograr su pleno ejercicio por todos los medios 
apropiados, hasta el máximo de los recursos de que disponga. En ese orden de ideas, es improcedente otorgar 
la suspensión definitiva contra los numerales 4.1.5., 4.5.3.4.1., 7.1.3. y 7.1.4. de la modificación a la norma oficial 
mexicana citada, por no satisfacerse el requisito previsto en el artículo 128, fracción II, de la Ley de Amparo, 
consistente en que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público, ya 
que la sociedad se encuentra interesada en que se cumplan aquellas disposiciones tendentes a que los 
productos alimenticios a la venta al público cuenten con el distintivo frontal nutricional para que el consumidor 
tenga la información estratégica y puntual para su ingesta, a fin de que discierna si el producto tiene cabida en su 
dieta diaria; sobre todo si se tiene en cuenta que México ocupa los primeros lugares a nivel mundial en 
sobrepeso y obesidad. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Incidente de suspensión (revisión) 22/2021. The Coca-Cola Export Corporation y otros. 8 de junio de 2021. 
Unanimidad de votos. Ponente: Indira Martínez Fernández, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de 
Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada. Secretario: 
Homero Fernando Reed Mejía. 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 



Registro digital: 2023966 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: I.4o.A.4 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONCEDERLA CON 
EFECTOS RESTITUTORIOS PARA EL EFECTO DE QUE SE PERMITA EJERCER SU DERECHO DE 
AUDIENCIA AL TERCERO INTERESADO EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN POR INCREMENTO 
INJUSTIFICADO DE PATRIMONIO DE UN EXSERVIDOR PÚBLICO, PREVIA AL INICIO DEL 
PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA. 
 
Hechos: La parte quejosa, esposa de un exservidor público sujeto a investigación por incremento injustificado de 
su patrimonio, a cargo de la Secretaría de la Función Pública (SFP), solicitó que se le tuviera como tercera en la 
etapa de investigación, previa al inicio del procedimiento de responsabilidad administrativa, con el objeto de 
ofrecer pruebas, toda vez que varios bienes tomados como patrimonio del investigado, no pertenecían a éste, al 
ser propiedad de la solicitante por estar casados bajo el régimen de separación de bienes. La autoridad 
responsable negó la solicitud, al considerar que la figura del tercero no se contemplaba en la etapa de 
investigación la que, además, ya estaba concluida. Inconforme, promovió juicio de amparo indirecto en el que el 
Juez de Distrito negó tanto la suspensión provisional como la definitiva del acto reclamado, al estimar que los 
efectos solicitados recaían en un acto prohibitivo, negativo u omisivo; por lo que interpuso recurso de revisión 
incidental. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que procede conceder la suspensión definitiva a 
la quejosa, con efectos restitutorios, en su carácter de tercero interesada, para el efecto de que la autoridad 
responsable le permita ejercer su derecho de audiencia en la etapa de investigación, previa al inicio del 
procedimiento de responsabilidad administrativa, y se le dé oportunidad de ofrecer pruebas que le permitan 
demostrar la titularidad de sus bienes, tomados como parte del patrimonio del exservidor público investigado, 
mientras se resuelve el fondo del asunto. 
 
Justificación: Lo anterior, porque la naturaleza de los actos, ya sea positiva, declarativa o negativa, no representa 
un factor que determine, en automático, la concesión o negativa de la suspensión solicitada, pues el artículo 147 
de la Ley de Amparo la dota de un genuino carácter de medida cautelar, cuya finalidad consiste en conservar la 
materia de la controversia y permitir que el solicitante alcance transitoriamente un beneficio material y 
jurídicamente posible con efectos restitutorios, y evitar que sufra una afectación a su esfera jurídica, que al final 
puede confirmarse o revocarse a través de la sentencia principal, para lo cual, el juzgador debe analizar la 
apariencia del buen derecho realizando un juicio de probabilidad y verosimilitud del derecho del solicitante, 
apuntando a una credibilidad anticipada, objetiva y seria, descartando alguna pretensión manifiestamente 
infundada. En ese contexto, a partir de una interpretación tutelar, finalista y consecuencialista del artículo 116, 
fracción IV, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, se consideran parte los terceros o 
afectados a quienes pueda perjudicar la resolución que se dicte en el procedimiento sancionatorio; por lo tanto, 
al ser la investigación una etapa previa al inicio del procedimiento de responsabilidad administrativa, que forma 
parte de todo un sistema de actuaciones cuyo propósito global es la disciplina y rendición de cuentas, exigible a 
los servidores públicos, es posible concretar el efecto de la suspensión solicitada y su otorgamiento para que la 
responsable permita al tercero ejercer su derecho de audiencia y le dé oportunidad de ofrecer pruebas que 
acrediten la titularidad de sus bienes, incluidos dentro del patrimonio de una persona investigada, mientras se 
resuelve el fondo del asunto, pues el orden jurídico parece ser insuficiente y no satisfaciente del debido proceso 
legal que es invocado y propuesto por la quejosa, atento a lo cual, es indispensable que la aplicación de 
principios corrija y depure esas circunstancias. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Incidente de suspensión (revisión) 194/2021. Marcela Kuchle López. 28 de octubre de 2021. Unanimidad de 
votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Lorena Badiano Rosas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 


